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Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

Comparecen ante este Tribunal de Apelaciones los señores 

Ramón y Ramona Monge Pastrana (Peticionaria, Demandante) mediante 

recurso de certiorari y nos solicitan la revisión de una Sentencia Sumaria 

Parcial emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Carolina (TPI), el 3 de noviembre de 2015 en el caso civil número 

FAC2007-0892. El foro recurrido desestimó la causa de acción en cuanto 

al Consejo de Titulares del Condominio Vista Serena (Consejo de 

Titulares, Recurrida). Se trata de una sentencia final bajo lo dispuesto en 

la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, 32 L.P.RA. Ap. V, R. 42.3, porque el 

TPI concluye en la misma que “no existe razón para posponer el dictar 

sentencia en cuanto a las reclamaciones contra el Consejo de Titulares 

del Condominio Vista Serena hasta la resolución total del pleito.”1  

Adelantamos que se acoge el recurso de certiorari ante nosotros 

como un recurso de apelación y que se revoca el dictamen recurrido, por 

los fundamentos que exponemos a continuación. 

I 

 En marzo de 2007 la Peticionaria radicó ante el TPI una acción 

sobre reivindicación de bien inmueble en contra de Brighton Homes 

                                                 
1
 Apéndice del recurso, Exhibit 1, pág. 12 (Sentencia Sumaria Parcial, pág. 9.) 
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Caribbean, Inc. (Brighton Homes). Alegó en la demanda que para el 24 de 

diciembre de 2003 se percató que Brighton Homes invadió parte de la 

colindancia sur de unas fincas de su propiedad con la construcción 

de los predios del Condominio Vista Serena. Esta causa de acción fue 

interpuesta mientras el aludido complejo de viviendas aún se 

encontraba en construcción. 

 Posteriormente presentaron una demanda enmendada con el 

propósito de incluir en la acción al Consejo de Titulares como parte 

codemandada.2 Así las cosas, se llevó a cabo el correspondiente 

descubrimiento de prueba y en mayo de 2015 las partes presentaron ante 

el TPI un Informe de conferencia con antelación al juicio. Luego, el 

Consejo de Titulares radicó una moción de sentencia sumaria. En esta se 

reclamó que, a base de las estipulaciones de dicho Informe y a la luz 

del derecho aplicable, los titulares del Condominio Vista Serena 

están protegidos por la figura del tercero registral y que la ausencia 

de controversia real en cuanto a algún hecho esencial y pertinente a 

la tercería registral compelía la desestimación de la causa de acción 

en contra de éstos. 

 La Demandante presentó su oposición a la solicitud de sentencia 

sumaria. En síntesis, arguyó que no procedía desestimar la causa de 

acción contra el Consejo de Titulares porque la figura de tercero registral 

está en controversia. A esos efectos, argumentó que el Artículo 105 de la 

Ley Hipotecaria, 30 L.P.R.A. sec. 2366, admite prueba en contrario 

sobre el hecho del conocimiento de falta de exactitud del Registro de la 

Propiedad y que ello debía dirimirse en sus méritos y no por la vía 

sumaria. 

 Luego de evaluar las posiciones de las partes en torno a este 

asunto específicamente, el TPI dictó la sentencia sumaria parcial 

recurrida que desestimó con perjuicio la causa de acción en contra del 

Consejo de Titulares. El TPI concluyó en ese dictamen que “[l]os 

                                                 
2
 Apéndice del Alegato en Oposición de la Parte Recurrida, pág. 11 (Informe de 

Conferencia con Antelación al Juicio, pág. 4.) 
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titulares y el Consejo de Titulares también cumplen con el requisito 

de ser adquirientes de buena fe toda vez que conforme a las 

estipulaciones de las partes a la fecha de las transacciones de 

compraventa de los integrantes del Consejo no existía en el Registro 

aviso alguno con relación a esta demanda u otra reclamación de los 

demandantes.” (Énfasis nuestro.)3 El TPI concluyó además que el 

Consejo de Titulares cumplía con el resto de los requisitos que debe 

cumplir aquel que reclama la aludida protección del Registro. 

Inconforme, la Demandante acudió ante nosotros y alega que el 

foro recurrido erró al desestimar la causa de acción en contra del 

Consejo de Titulares utilizando el mecanismo de sentencia sumaria 

por ser inaplicable al caso de autos. Ello debido a que la figura del 

tercero registral admite prueba en contrario y dicha prueba se debe 

auscultar en una vista en sus méritos. 

La Recurrida, por su parte, presentó la correspondiente oposición. 

Manifiesta en su escrito que el mero hecho de que la presunción de 

buena fe del tercero registral admite prueba en contrario no torna 

inaplicable el mecanismo de sentencia sumaria para dilucidar el 

asunto. Afirma que, por el contrario, la Peticionaria debió “controvertir 

la buena fe del Consejo mediante la presentación de declaraciones 

juradas.” (Énfasis nuestro.) 4 En apoyo a su posición, también expuso 

que la Peticionaria no controvirtió la buena fe del Consejo de 

Titulares como tercero registral, aun cuando éstos levantaron tal 

defensa en el Informe de conferencia con antelación al juicio. 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

esbozamos el derecho aplicable para disponer del recurso. 

II 

A. La acción reivindicatoria 

 Para la doctrina, la acción reivindicatoria es la que presenta el 

propietario de una cosa para recuperar su posesión, contra aquel 

                                                 
3
 Apéndice del recurso, Exhibit 1, pág. 11 (Sentencia Sumaria Parcial, pág. 8.) 

4
 Alegato en oposición, pág. 3. 
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legitimado pasivamente en este tipo de acción: el poseedor o tenedor 

presente de la cosa reivindicada. Por eso se ha dicho que “la acción 

reivindicatoria ha de dirigirse contra la persona que tenga la 

posesión de la cosa sin ostentar ningún derecho que le faculte 

para la posesión”.5 Sobre este tema, Puig Brutau nos refiere a la 

Sentencia de 19 de abril de 1905, que de manera clara explica sobre el 

lado pasivo de la acción lo siguiente: 

La sentencia del Tribunal Supremo, al casar la sentencia 
recurrida por las razones alegadas en estos motivos, 
declaró, en el primer considerando: «es precepto legal 
sancionado por reiteradas declaraciones de este Tribunal 
Supremo que la acción reivindicatoria ejercitada por el que 
se crea dueño de una cosa sólo puede dirigirse contra el 
tenedor de ella, y asimismo hállese consagrado por la 
jurisprudencia, en armonía con los principios de derecho y 
disposiciones legales, que todo poseedor debe ser 
respetado en su posesión, de la que no puede despojársele 
sin ser oído y vencido en juicio, declarándose previamente 
la nulidad del título o contrato en cuya virtud está 
poseyendo».6 
 
Añade Puig Brutau que “[l]os tribunales deben apreciar de oficio el 

defecto de litis consorcio pasivo necesario”.7 Y ello es indispensable para 

que la sentencia dictada pueda efectivamente ser exigible y ejecutable en 

su momento.  

 
B. La figura del tercero registral y el requisito de la buena fe 

El tercero registral es quien adquiere un derecho real confiando en 

las instancias de un Registro cuyas inscripciones son, como norma 

general, voluntarias. Ello implica que pueden existir discrepancias entre lo 

que constituye la realidad registral con la extraregistral. No obstante, el 

Derecho hipotecario imparte al Registro de la Propiedad una presunción 

iuris tantum de corrección respecto a los inmuebles allí inscritos, 

presunción sobre la cual, en gran medida, se apoya la figura de la fe 

pública registral. 

                                                 
5
 José Puig Brutau, III-1 Fundamentos de Derecho Civil, 4ta ed., 1994, Bosch, pág. 189. 

6
 Id., pág. 191. 

7
 Id., pág. 195. Añade este autor: La acción reivindicatoria podrá estimarse ejercitada sin 

que se le haya dado este nombre expresamente. Pero tan indudable afirmación no debe 
entenderse en el sentido de que la clase de acción en que se funde la demanda pueda 
quedar sin precisar. Id., en la pág. 164. En este caso no hay duda de que se presentó la 
acción reivindicatoria junto con la de restitución de los daños causados con la alegada 
ocupación ilícita de la franja de terreno. 
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El principio hipotecario de la fe pública registral protege al tercero 

registral arriba descrito y a su vez lo mantiene en la adquisición que 

realiza una vez su derecho es inscrito. L. R. Rivera Rivera, Derecho 

Registral Inmobiliario Puertorriqueño, 2da ed., 2002, Jurídica Editores, San 

Juan, pág. 96. Este principio al presente es regulado por el Artículo 105 

de la Ley Hipotecaria, infra, el cual lee, en lo pertinente, de la siguiente 

manera: 

A pesar que la inscripción no convalida los actos o contratos 
que sean nulos con arreglo a las leyes, ni altera las 
relaciones jurídicas de quienes intervengan como partes en 
dichos actos o contratos, el tercero que de buena fe y a 
título oneroso adquiera válidamente algún derecho de 
persona que en el Registro aparezca con facultad para 
transmitirlo será mantenido en su adquisición, una vez 
haya inscrito su derecho, cuando por cualquier razón 
resulte inexacto el Registro, bien sea que se rescinda, 
resuelva o anule el título del otorgante en virtud de causas 
que no resulten clara y expresamente del propio Registro, o 
que existan sobre la finca acciones o títulos de dominio o de 
otros derechos reales que no estén debidamente inscritos. 
 
[…] 
 
La buena fe del tercero se presume siempre mientras no 
se prueba que al adquirir conocía la falta de exactitud del 
Registro. 30 L.P.R.A. sec. 2355. (Párrafos omitidos) (Énfasis 
nuestro) 

 
 El citado artículo denota los requisitos que todo tercero registral 

debe satisfacer, de modo que pueda ser considerado como tal y quede 

amparado por la publicidad registral. Por su parte, nuestra jurisprudencia 

interpretativa ha desglosado aún más estos requisitos. En Banco 

Santander v. Rosario Cirino, 126 D.P.R. 591, 603-604 (1990), el Tribunal 

Supremo identificó y definió cada uno de los requisitos que el Artículo 105 

de la Ley Hipotecaria impone a aquellos que reclamen la fe pública 

registral, como sigue: 

[D]eberá ser un tercero civil que de buena fe y a título 
oneroso, en un negocio intervivos válido, adquiera un 
derecho real inmobiliario inscrito de persona que en el 
Registro aparezca con facultades para transmitirle, en 
función de un Registro inexacto, sin que consten clara y 
expresamente las causas de la inexactitud ni concurra 
alguna de las excepciones a la aplicación de la fe pública 
registral y que, a su vez, haya inscrito su adquisición.  
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La buena fe es el “principio general de toda la protección registral, 

como tal vigente en nuestro Derecho. Si no hay buena fe no hay 

protección.” Rivera Rivera, op cit., pág. 126. El propio Artículo 105 de la 

Ley Hipotecaria dispone que se presume la buena fe del tercer 

adquirente. Como presunción legal iuris tantum, quien impugna la 

presunción de tercero protegido tiene la carga de probar la mala fe 

del adquirente. Es decir, deberá probar que el adquiriente “conoció la 

posesión de hecho de la finca, a título de dueño, por persona distinta de 

su transmitente, o que tuvo medios racionales y motivos suficientes 

para conocerla.” (Énfasis nuestro.) Santander v. Rosario Cirino, supra, 

pág. 606. Ahora bien, la buena fe del tercero registral queda demostrada 

con “cierta obligación de diligencia”, que no es otra cosa que “un mínimo 

grado de diligencia.” Id. Nuestro más alto foro judicial ha expresado que 

no es necesario conocimiento especializado alguno por parte del 

adquiriente al momento de realizar la otorgación como se cita a 

continuación: 

Si bien nuestro derecho requiere cierto grado de diligencia, 
no podemos exigirle a quien confía en la fe pública registral 
que posea un grado de conocimiento técnico-jurídico que le 
permita pasar juicio sobre la corrección de la calificación que 
de los documentos presentados para inscripción haya hecho 
el Registrador de la Propiedad. Consejo Tit. C. Parkside v. 
MGIC Fin. Corp,, 128 D.P.R. 538, 558 (1991). 

 
 El requisito de buena fe solo lo tiene que cumplir el tercero 

adquiriente, no el transferente. Además, el cumplimiento de dicho 

requisito deberá velarse en el momento en que “queda concluso el 

negocio jurídico de adquisición por el tercero”. Santander v. Rosario 

Cirino, supra, pág. 607 que cita a Roca Sastre, Derecho Hipotecario, 7ma 

ed., Tomo I, Barcelona, Bosch, 1979, pág. 695. 

C. El mecanismo de sentencia sumaria 

La Regla 36 de Procedimiento Civil dispone sobre la sentencia 

sumaria. 32 L.P.R.A., Ap. V, R. 36. El propósito principal de este 

mecanismo procesal es “propiciar la solución justa, rápida y económica 

de litigios civiles que no presentan controversias genuinas de hechos 
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materiales, por lo que puede prescindirse del juicio plenario.” (Énfasis 

nuestro.) Zapata Berrios v. J.F. Montalvo, 189 D.P.R. 414, 430 (2013); 

Municipio de Añasco v. Administración de Seguros de Puerto Rico et al, 

188 D.P.R. 307 (2013); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 D.P.R. 

113, 128 (2012); Mejías v. Carrasquillo, 185 D.P.R. 288, 299 (2012). El 

promovente debe presentar una “moción fundada en declaraciones 

juradas o en aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes” sobre la 

totalidad o parte de la reclamación. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.1.  

Recientemente, nuestro más alto foro interpretó la normativa 

alusiva al mecanismo de sentencia sumaria en Zapata et al. v. J.F. 

Montalvo, supra, pág. 433, y determinó que los tribunales no están 

obligados a tomar en cuenta aquellas porciones de declaraciones juradas 

o de cualquier otra evidencia admisible que no hayan sido expresamente 

citadas por la parte en la relación de hechos correspondiente de su 

escrito. Véase: Regla 36.3(d) de Procedimiento Civil de 2009, supra. De 

igual manera, el precedente estableció que aunque en el proceso de 

considerar una solicitud de sentencia sumaria el tribunal de instancia 

retiene la discreción de examinar evidencia admisible que obre en los 

autos, pero que ha sido omitida por las partes, éste no viene obligado a 

hacerlo. Asimismo, conforme a la regla vigente, el foro de instancia 

puede obviar material que las propias partes hayan pasado por alto en 

sus escritos y resolver estrictamente a base de lo que haya sido 

presentado acatando el método procesal consignado en la nueva Regla 

36.3 de Procedimiento Civil de 2009, supra. Zapata et al. v. J.F. 

Montalvo, supra. 

Las Reglas de Procedimiento Civil de 2009, supra, “aportaron 

cambios importantes en el trámite de las solicitudes de sentencia sumaria 

dirigidos a facilitar la labor adjudicativa de los tribunales y promover de 

este modo su utilización.” Zapata et al. v. J.F. Montalvo, supra, pág. 430 

que cita a Ramos Pérez v. Univisión, 178 D.P.R. 200 (2010). Sin 

https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2021487057&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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embargo, “no es aconsejable utilizar la moción de sentencia sumaria 

en casos en donde existe controversia sobre elementos subjetivos, 

de intención, propósitos mentales o negligencia, o cuando el factor de 

credibilidad es esencial y está en disputa.” Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, a la pág. 219, que cita a Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 D.P.R. 

294, 301 (1994); véase, también, García Lopez v. Méndez García, 88 

D.P.R. 363, 380 (1963). Se trata de “aquellos casos que contienen 

elementos subjetivos, es decir, controversias en las que… „el factor 

credibilidad juega un papel esencial, si no el decisivo, para llegar a la 

verdad, y donde un litigante depende en gran parte de lo que 

extraiga del contrario en el curso de un juicio vivo.‟” (Énfasis nuestro.) 

Rosario v. Nationwide Mutual, 158 D.P.R. 775, 780-781 (2003), que cita a 

Soto v. Hotel Caribe Hilton, supra. 

La aludida regla establece un proceso específico para la solicitud 

de sentencia sumaria que facilita a los jueces su adjudicación. Se 

requiere que la parte que presenta la moción haga una “relación concisa y 

organizada en párrafos enumerados, de todos los hechos esenciales y 

pertinentes sobre los cuales no hay controversia sustancial, con 

indicación de los párrafos o las páginas...” donde se establecen los 

mismos. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3(a)(4). Asimismo, “[p]ara derrotar una 

moción de sentencia sumaria, la parte promovida deberá presentar 

declaraciones juradas y documentos que pongan en controversia los 

hechos alegados por el promovente.” PZF Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. 

Co., 136 D.P.R. 881, 912-913 (1994). La parte que se opone no puede 

descansar en meras alegaciones. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 

215.  

Al considerar una moción de sentencia sumaria el TPI deberá: (1) 

analizar los documentos que acompañan la moción que solicita la 

sentencia sumaria y los documentos incluidos con la moción en oposición 

y aquellos que obren en el expediente del tribunal; y (2) determinar si el 

oponente controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones de la 
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demanda que no hayan sido controvertidas o refutadas en forma alguna 

por los documentos. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra. 

Por ser la sentencia sumaria un remedio de carácter discrecional, 

“[e]l sabio discernimiento es el principio rector para su uso porque, 

mal utilizada, puede prestarse para despojar a un litigante de „su día 

en corte‟, principio elemental del debido proceso de ley”. (Énfasis 

nuestro.) Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 D.P.R. 599, 611 (2000), 

que cita a Roig Com. Bank v. Rosario Cirino, 126 D.P.R. 613, 617 (1990). 

El adecuado ejercicio de la discreción está inexorablemente atado al 

concepto de la razonabilidad. García v. Asociación, 165 D.P.R. 311, 

321 (2005). Un Tribunal “abusa de su discreción cuando actúa de forma 

irrazonable, parcializada o arbitraria.” Matías Lebrón v. Depto. Educación, 

172 D.P.R. 859, 875 (2007).  

Los foros de primera instancia deben actuar con prudencia y 

mesura en el uso de la sentencia sumaria y en tales casos deben ejercer 

su discreción de manera responsable e informada. El tribunal dictará 

sentencia inmediatamente si de los documentos presentados se 

demuestra que no hay controversia real sustancial en cuanto a algún 

hecho esencial y pertinente y que como cuestión de derecho 

procede la petición del promovente. Del mismo modo, el tribunal puede 

dictar sentencia sumaria de naturaleza interlocutoria para resolver 

cualquier controversia que existe entre las partes y que sea separable de 

las controversias restantes. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3(e).   

En relación con nuestro estándar de revisión de determinaciones 

del foro primario que conceden o deniegan mociones de sentencia 

sumaria, se ha resuelto que debemos utilizar los mismos criterios 

utilizados por el foro recurrido al determinar la procedencia de dicho 

vehículo procesal. Vera v. Dr. Bravo, 161 D.P.R. 308, 334 (2004). No 

obstante, estamos limitados a considerar únicamente los documentos que 

se presentaron ante el foro de primera instancia. Por otro lado, solo 

podemos determinar si existe o no alguna controversia genuina de 
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hechos materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de forma 

correcta. No nos corresponde dirimir sobre los hechos materiales 

esenciales en disputa ya que dicha tarea le corresponde al Tribunal de 

Primera Instancia. Vera v. Dr. Bravo, supra, págs. 334-335. Luego, “[l]as 

decisiones discrecionales que toma el Tribunal de Primera Instancia no 

serán revocadas a menos que se demuestre que ese foro abusó de su 

discreción.” Zapata et al. v. J.F. Montalvo, supra, pág. 435. 

III 

 La Peticionaria expone en su solicitud que no debió utilizarse el 

mecanismo sumario para desestimar la causa de acción en contra del 

Consejo de Titulares debido a que la figura del tercero registral en la que 

se ampara dicha parte admite prueba en contrario y que en efecto 

tienen prueba que demuestra que el Consejo de Titulares incumple 

con el requisito de buena fe que exige el Artículo 105 de la Ley 

Hipotecaria. A raíz de este razonamiento, alegan que el asunto debió 

dirimirse en un juicio plenario. En apoyo a lo anterior, exponen que la 

demanda fue interpuesta mientras el complejo de viviendas se 

encontraba en construcción y que ello demuestra el conocimiento de 

la Recurrida sobre la inexactitud del Registro.  

La corrección de la determinación judicial a favor de la 

desestimación sumaria de una causa de acción descansa en el elemento 

de la discreción. Es decir, si el juzgador actuó razonablemente en el 

proceso de la apreciación y evaluación de los hechos y circunstancias 

pertinentes con miras, particularmente, a la función permisible de la Regla 

36.3 de Procedimiento Civil, supra. Como mencionamos anteriormente, el 

adecuado ejercicio de la discreción está inexorablemente atado al 

concepto de la razonabilidad y un Tribunal “abusa de su discreción 

cuando actúa de forma irrazonable, parcializada o arbitraria.” García v. 

Asociación, supra, y Matías Lebrón v. Depto. Educación, supra.  

La defensa de la tercería registral admite prueba en contra, y en 

contraste con la presunción de buena fe de la misma. Se desprende 
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de los escritos ante nuestra consideración, así como de los documentos 

que los acompañan, que la Peticionaria no controvierte la 

determinación de cumplimiento que realizó el TPI sobre los 

requisitos que debe cumplir quien invoca la defensa del tercero registral,8 

salvo el requisito de la buena fe. Por tanto, esta Resolución se limita a 

evaluar la corrección de la determinación del TPI sobre la buena fe 

del Consejo de Titulares y con ello la aplicabilidad de la figura del 

tercero registral a favor de dicha parte. 

 Luego, con el propósito de cumplir con la carga de probar la mala 

fe de la Recurrida, la Peticionaria argumenta que “[l]a parte 

demandante cuenta con prueba suficiente para demostrar en una 

vista que al adquirir, los demandados conocían la inexactitud del 

Registro.”9 Acto seguido, llama la atención al hecho de que “[c]uando 

el Consejo de Titulares adquirió el Proyecto, lo adquirió con la 

presente reclamación ya interpuesta en los Tribunales.”10  

  Por otro lado, aunque surge del Informe de conferencia con 

antelación al juicio que a la fecha en que los titulares del Condominio 

Vista Serena adquirieron sus apartamentos de Brighton Homes no existía 

aviso alguno con relación a la demanda de epígrafe en el Registro de la 

Propiedad,11 también surge de ese informe y de los escritos de las partes 

que el Consejo de Titulares asumió la administración del condominio 

el 9 de noviembre de 2009, por lo que tiene la posesión de la 

propiedad comunal para su administración.  

 Reiteramos que el propósito principal de la sentencia sumaria es 

“propiciar la solución justa, rápida y económica de litigios civiles que no 

presentan controversias genuinas de hechos materiales, por lo que puede 

prescindirse del juicio plenario.” Zapata Berrios v. J.F. Montalvo, supra, 

                                                 
8
 Es decir, las partes coinciden en que la Recurrida es un (1) tercero civil (porque no fue 

parte del negocio jurídico entre la Peticionaria y Brighton Homes); que (2) adquirió a 
título oneroso (3) en un negocio intervivos válido (4) un derecho real inmobiliario (5) 
inscrito de persona (Brighton Homes) que en el Registro aparecía con facultades para 
transmitirle. 
9
 Véase, escrito de la Peticionaria, pág. 5. 

10
 Id. 

11
 Anejo 4 del apéndice de la Recurrida, pág. 14. 
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pág. 430. Sin embargo, cuando corresponde adjudicar sobre elementos 

subjetivos, de intención o propósitos mentales, los tribunales deben ser 

prudentes en el uso de la sentencia sumaria y en tales casos deben 

ejercer su discreción de manera razonable. 

Somos del criterio que “[e]xiste un elemento de conocimiento que 

el tribunal tiene que dirimir antes de concluir si hubo buena fe” al 

momento en que el Consejo de Titulares asume la administración del 

condominio y así estar el foro recurrido en posición de adjudicar en su 

fondo la causa de acción de reivindicación, por lo que el Consejo de 

Titulares debe permanecer en el pleito. Consejo Tit. C. Parkside v. MGIC 

Fin. Corp,, supra, pág. 560.  

Por otro lado, al tratarse de una acción de reivindicación, Brighton 

Homes era el poseedor del bien inmueble objeto de la acción de 

reivindicación al momento de la radicación de la demanda en marzo 

de 2007 y desde el 24 de diciembre de 2003 cuando se alega que 

invadió parte de la colindancia sur de unas fincas de su propiedad con la 

construcción de los predios del Condominio Vista Serena. Luego, se 

enmendó la demanda para traer al Consejo de Titulares cuando este 

asumió la administración del condominio el 9 de noviembre de 2009, por 

lo que el Consejo de Titulares a partir de esa fecha es poseedor del 

bien inmueble que se quiere reivindicar porque administra la franja 

reclamada como elemento común del condominio. Para defender la 

posesión y titularidad de los condóminos, que el Consejo de Titulares 

representa, sobre la integridad de la finca en la que ubica el condominio y 

hacer frente a las alegaciones de los apelantes, este debe permanecer en 

el pleito en esta etapa del proceso. Resolvemos que el Consejo de 

Titulares debe permanecer en el pleito para presentar en una vista en sus 

méritos la prueba que demuestre si tuvo conocimiento de la controversia 

de cabida  y así dirimir la acción de reivindicación. 
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, resolvemos que procede 

revocar la Sentencia Sumaria Parcial recurrida y se ordena la 

continuación de los procedimientos en el foro de instancia. 

 Por todo lo antes expuesto, se revoca la sentencia sumaria parcial 

recurrida y se ordena la continuación de los procedimientos. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.         

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


